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A partir de la Ley 1857 de 2017, se 
estableció la obligación a las enti-
dades públicas y privadas en facili-

tar, promover y gestionar una jornada se-
mestral en la que sus empleados puedan 
compartir con su familia en un espacio 
suministrado por el empleador o en uno 
gestionado ante la caja de compensación 
familiar con la que cuentan los emplea-
dos. En caso de no lograr esta jornada, 
se deberá permitir que los trabajadores 
tengan este espacio de tiempo con sus 
familias sin afectar los días de descanso, 
esto sin perjuicio de acordar el horario 
laboral complementario; por lo tanto, la 
finalidad de la ley es que el empleador 
pueda realizar esas actividades para que 
los trabajadores puedan compartir con 
sus familiares, dicha actividad deberá ser 
realizada junto a la caja de compensa-
ción, en dado caso de no lograrse esta 
actividad, se otorgará un día de descanso 

en cada semestre, es decir, 2 días al año.

Ahora bien, para determinar el día de la 
familia se debe verificar el horario laboral 
que se tenga establecido, toda vez que si 
el horario de trabajo es de lunes a viernes, 
el día sábado se considera como día de 
descanso obligatorio, caso en el cual no es 
posible que el empleador convoque al tra-
bajador  para una jornada de la familia en 
día sábado, ya que se establece que no se 
puede afectar los días de descanso, caso 
en el cual es obligante para el empleador 
escoger cualquier otro día de la semana 
para el efecto del cumplimiento de la obli-
gación que le atañe. Por otro lado, si el 
horario laboral se encuentra establecido 
de lunes a sábado, sí es legalmente válido 
otorgar el sábado como día de la familia, 
teniendo en cuenta que la empresa tiene 
establecido el día sábado como día hábil 
de trabajo, independientemente que este 
día la jornada sea más corta. 

  Sábado como jornada laboral dedicada a la	   
familia

Alberto Mario Jaramillo Polo*

LABORAL

Por otro lado, con la Ley 2101 del 15 de 
julio de 2021, en la cual se estableció la 
reducción de la jornada laboral, se indi-
có que al reducirla el empleador quedará 
exonerado en otorgar el día de la familia, 
no obstante, esta exoneración solo apli-
cará cuando el empleador complete la 
reducción de la jornada laboral a las 42 
horas semanales, aclarando que a partir 
del 15 de julio de 2023, todo empleador 
deberán reducir una hora, quedando la 
jornada laboral en 47 horas semanales, 
por lo que deberán realizar la modifica-
ción a sus horarios laborales.

*Abogado
Centro Jurídico Internacional
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En primera medida, hay que tener en 
cuenta que el cálculo actuarial en 
pensión es una solicitud que hace un 

empleador o un afiliado al Sistema Ge-
neral de Pensiones con el fin de que el 
periodo de tiempo que se haya laborado 
sea liquidado cuando este tiempo no se 
haya cotizado a pensión, es decir, que no 
aparece en la historia laboral. 

Esta solicitud la puede presentar el em-
pleador o por orden judicial, cuando se 
haya omitido la afiliación o no se haya 
reportado novedad en cuanto al víncu-
lo laboral. Hay que tener en cuenta que 
en este caso no procede un acuerdo de 
pago.

No comprende cotizaciones ni intereses 
moratorios. Esta figura establecida para 
estos casos es el pago de una reserva 
actuarial, reserva que debió mantener el 
empleador durante el periodo de omisión 
y que tiene como finalidad cubrir la pen-
sión de vejez del trabajador. La solicitud 
y realización de los cálculos actuariales 
por omisión del empleador privado no 
son producto de una obligación pen-
diente del empleador con Colpensiones 
por no reportar la novedad de ingreso o 
vínculo laboral del trabajador a dicho ré-
gimen, sino que se trata de información 
entregada al empleador omiso para que 
tome la decisión, bien sea de pagarle a 
esta administradora de pensiones el cál-
culo actuarial o de responsabilizarse por 
el pago y/o reconocimiento de la pensión 
del trabajador.

Hay que tener en cuenta que la solici-
tud del cálculo actuarial para pensión es 
un procedimiento que se debe hacer en 
compañía y coadyuvado por el emplea-
dor del afiliado; quien certificará y dará 
fe que para dicho periodo que pretenden 
sea liquidado el solicitante se encontraba 
prestando, el servicio a favor del emplea-
dor.

En los eventos en que no se tenga contac-
to con el empleador quien esta obligado 
a realizar la certificación de que laboraba 
en los tiempos liquidados, el cálculo ac-
tuarial para pensión no podrá ser solici-
tado; toda vez que la expedición de este 
solo será liquidado si el empleador certi-
fica la labor, como se dijo en el párrafo 
anterior.

Al momento de liquidar el cálculo actua-
rial para pensión, la entidad encargada de 
dicha liquidación solicitará el pago de una 
suma de dinero correspondiente, más no 
de la cotización que debió realizar durante 
el tiempo que laboró con dicha entidad.

Finalmente, esta solicitud tiene que ser 
presentada con los formatos especiales de 
Colpensiones, los cuales son formatos de 
contribuciones pensionales y liquidaciones 
financieras, donde se detallan los datos 
del empleador, el trabajador y los perio-
dos que necesitan hacer el cálculo actua-
rial. De igual forma, se deberá adjuntar el 
formulario de información de conocimien-
to del cliente y documento que acredite la 
persona jurídica que es el empleador.

¿Qué es el cálculo actuarial en materia de 
pensiones?

Saida Daniela Páez*

LABORAL

*Abogada
Centro Jurídico Internacional
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La sustitución pensional es la figura ju-
rídica que va dirigida a la familia de la 
persona que le permite sustituir el de-

recho cuando una persona en calidad de 
pensionado fallece, este derecho recae en 
el cónyuge del causante, entre otros fami-
liares o beneficiarios posibles; esto como 
un apoyo monetario que pueden disfrutar 
los beneficiarios una vez fallezca la perso-
na por la que dependían económicamente 
y, de esta manera, no vulnerar el derecho 
al mínimo vital del núcleo familiar. Esta fi-
gura se da cuando ya se ha reconocido el 
derecho a la pensión, lo único que cambia-
ría es el beneficiario del derecho, por eso 
radica el nombre de sustitución pensional.

La finalidad de esta figura es proteger a 
la familia como núcleo fundamental de la 
sociedad y que a las personas que depen-
dían económicamente del causante no les 
cambie su economía, su calidad de vida 
con que contaban cuando se encontraba 
vivo el pensionado y con esto proteger 
una serie de derechos fundamentales que 

se pueden ver vulnerados, como lo es te-
ner una vida digna y justa expresada en 
la obtención de la mesada pensional que 
tenía el causante.

Uno de los requisitos del derecho a la sus-
titución pensional es que los beneficiarios 
o el cónyuge, compañero o compañera 
permanente demuestre haber convivido 
por lo menos 5 años continuos antes de 
que se causara su muerte. El artículo 47 de 
la Ley 100 de 1993 resalta quiénes son las 
personas que pueden ser beneficiarias de 
la pensión sustitutiva:

•Cónyuge o compañero (a) permanente.
•Los hijos menores de 18 años.
•Los hijos entre 18 y 25 años que estudien 
y sean dependientes económicamente del 
fallecido.
•Los hijos de cualquier edad inválidos o 
discapacitados dependientes económica-
mente del fallecido. 
•Los padres del fallecido a falta de los 
anteriores beneficiarios, que dependieran 
económicamente de este.

¿Cuándo se configura la sustitución 
pensional?

Camilo Garcia*

LABORAL

•Los hermanos inválidos a falta de todos 
los anteriores beneficiarios, que dependie-
ran económicamente del fallecido. 

Se debe tener en cuenta que la pensión 
sólo se puede sustituir una vez en la vida, 
ya que cuando la pensión se sustituye y 
esta persona a la que se le sustituyó la 
pensión fallece, este beneficio jurídico no 
se puede volver a sustituir a quien le so-
brevive.

No se debe confundir la sustitución pen-
sional con la pensión de sobrevivientes, ya 
que esta se causa y los beneficiarios tie-
nen derecho cuando fallece la persona y 
aún no se ha pensionado, pero al momen-
to de fallecer tiene cumplido los requisitos 
para pensionarse; por lo tanto, aunque las 
dos figuras se parezcan mucho, son total-
mente diferentes.

*Asesor legal
Centro Jurídico Internaciona
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De acuerdo a lo establecido en la normatividad vigente, más exactamente en el artículo 3.2.2.1. del Decreto 923 del 2017, donde se indican 
los plazos para la autoliquidación y el pago de los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral y aportes a parafiscales, dice que todos 
los aportantes deben efectuar los pagos utilizando la planilla integrada de liquidación de aportes. Se debe realizar según como termina el 

NIT o documento de identificación, teniendo en cuenta los dos últimos dígitos. Para esto, se genera un cuadro de ejemplo para que lo tengan en 
cuenta al momento de realizar el pago.

Importancia del pago de aportes 
a seguridad social
Diego Fernando Solano*

LABORAL

Así las cosas, las empresas deben realizar la respectiva verificación, cada mes, del día hábil que tienen para realizar el respectivo pago, recordando 
que es deber de la compañía realizar los pagos en las fechas estipuladas, entendiéndose que estas fechas pueden variar de acuerdo al mes en el 
que se vaya a realizar el respectivo pago; para esto, se tomó de ejemplo el mes de junio del 2023.

Todo esto se realiza para no incurrir en mora en los aportes que debe realizar la empresa, aquí la importancia de realizar los pagos dentro de las 
fechas estipuladas. Si una empresa en algún momento no realiza el pago y una persona se encuentra en licencia de maternidad y no se realizó 
el respectivo aporte, al momento de realizar la solicitud de recobro, la EPS negará el pago al empleador por no hacerlo dentro de la fecha, por lo 
que la empresa deberá hacerse responsable del pago de la licencia. 

Asesor legal
Centro Jurídico Internacional
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Jennifer Burgos Jimenez - Nicolás Lara López

LABORAL

 Asesores legales
Centro Jurídico Internacional
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De conformidad con el Decreto 913 
de 1993, en su artículo 2, se estipula 
que este tipo de contrato consiste en 

la entrega que se hace a título de arriendo 
de bienes adquiridos para uso y goce a 
cambio del pago de cánones que recibi-
rá la compañía durante un plazo deter-
minado, pactándose para el arrendatario 
la facultad de ejercer al final del periodo 
una opción de compra, ejerciendo desde 
el inicio del negocio la propiedad o dere-
cho de dominio en cabeza de la compañía 
arrendadora, quien la preservará hasta el 
momento en que el arrendatario ejerza la 
opción de compra. 

A pesar de que dentro de la normativi-
dad colombiana el contrato del leasing no 
cuenta en específico con una regulación 
tipificada y que dentro de la materia se 
pueda percibir mediante una operación de 
carácter financiero, se puede establecer 
que cuenta con las siguientes caracterís-
ticas:

a) Consensual: en este tipo de contrato 
basta con la voluntad de las partes para 
que se considere perfeccionado; no obs-
tante, frente al particular, el legislador en 
ningún momento ha fijado alguna forma-
lidad que lo convierta en un contrato so-
lemne.

b) Bilateral o trilateral: esta caracterís-
tica surge como quiera que las partes 
contratantes adquieren obligaciones 
recíprocas. La sociedad de leasing, 
entre otras cosas, se obliga a conceder 

el uso y goce del bien, a adquirir el bien 
de manos de determinado proveedor y de 
transferir el dominio en la eventualidad 
que el tomador o locatario haga uso de 
la opción de compra, no obstante, para el 
usuario surgen obligaciones, entre las que 
se encuentra el pago del precio en forma 
periódica, incluyendo el valor residual a la 
finalización del término contractual.

c) Principal: para su perfeccionamiento, 
este tipo de contrato no requiere de otro 
tipo de acuerdo o convención para que 
tenga validez jurídica, es un contrato que 
de manera autónoma subsiste por sí solo.

d) Tracto sucesivo: las obligaciones de 
cada una de las partes contratantes tie-
nen concurrencia de manera periódica, 
lo anterior, tanto en el pago del canon de 
arrendamiento, así como también el uso y 
disfrute de la cosa.

e) Oneroso: debido a que los contratan-
tes se benefician y gravan mutuamente, 
ya que el usuario recibe un beneficio por 
el uso y disfrute pacífico del bien, pero 
para obtener el anterior cometido, nece-
sariamente debe pagar un valor o suma 
establecida, lo que conlleva un gravamen 
para su patrimonio. Esto mismo ocurre 
con la sociedad de leasing, la cual se be-
neficia de las sumas que el usuario paga, 
pero a cambio tiene que permitir el uso 
y goce del bien comprometido dentro del 

Particularidades sobre el contrato de leasing 
Paula Alejandra Tiusaba Robayo*

COMERCIAL

contrato.

f) Conmutativo: debido a que las presta-
ciones a cargo de los contratantes se mi-
ran como equivalentes.

g) De adhesión: la razón de ser de esta 
característica estriba en que normalmente 
es la compañía de leasing la que esta-
blece las condiciones del contrato, ante lo 
cual el usuario, por la necesidad de finan-
ciamiento o utilización del bien, acepta o 
adhiere a las formas preimpresas elabo-
radas por la compañía. 

h) Atípico: no tiene norma en específico 
que lo regule o tipifique como un contra-
to, el cual debe cumplir con determina-
dos requisitos para que goce de validez 
jurídica. Esta reglamentación se encuentra 
fundada en una operación de carácter fi-
nanciero.
  
De acuerdo con lo anterior, existen unas 
compañías que se encargan de realizar 
este tipo de negocios jurídicos con todas 
las formalidades que exige la ley, sin em-
bargo, debido a que este es un contra-
to innominado, sus elementos para que 
surja a la vida jurídica pueden llegar a 
cambiar, por lo que, finalmente, la volun-
tad de cada una de las partes hace que el 
contrato nazca a la vida jurídica y, por lo 
tanto, se formalicen obligaciones y dere-
chos para cada una de las partes.

 *Abogada
Centro Jurídico Internacional
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Dentro de los aspectos que determi-
nan la existencia y el manejo de 
una compañía en Colombia, cabe 

precisar que las personas jurídicas le-
galmente conformadas se encuentran en 
el rigor y el control de supervisión de la 
Superintendencia de Industria y Comercio, 
en donde esta será la entidad que va a te-
ner el manejo de toda la acción mercantil 
que se genere dentro del ejercicio de sus 
funciones, por lo que el buen manejo de 
una persona jurídica en correctas prácti-
cas le incumbe directamente para así ejer-
cer su labor.

De manera que cabe precisar que las per-
sonas jurídicas están bajo el manejo de 
esta Superintendencia, con el fin de que 
sus actos mercantiles y prácticas sean 
las mejores y de este modo no perder su 
expectativa comercial, con el objeto de 
poder subsistir en la vida mercantil con 
prácticas transparentes y eficaces, pues 
bien, cuando se presentan problemas de 
índole mercantil, por lo general estas per-
sonas jurídicas están inmersas en proble-
máticas económicas en donde su deber 
consiste en la libre determinación de sus 
acreedores cuando va a generar algún 
tipo de negocio jurídico.

Derivado de los negocios jurídicos que 

se impartan es que se empiezan a ejer-
cer actos mercantiles de valor, los cuales 
van a otorgar un manejo de la actividad 
comercial instantánea, dadas las circuns-
tancias de lo que se negocie o pacte con 
sus acreedores, pues, en determinadas 
ocasiones, su actividad comercial es la 
que se ve vinculada dentro de este ejerci-
cio mercantil, por lo que en contadas situa-
ciones este acto ocasiona fracturas, fallas 
e incumplimientos con sus acreedores, cir-
cunstancia que genera la intervención del 
ente regulador para finiquitar esta clase de 
situaciones, como lo es la Superintenden-
cia de Industria y Comercio, en donde será 
esta la que inicie el trámite de reorganiza-
ción empresarial o régimen de insolvencia 
para determinar en orden quirográfario la 
prioridad de las deudas de la compañía 
inmersa, todo lo anterior con el fin de for-
mular nuevos acuerdos de pago con estos 
acreedores y que la compañía no esté su-
jeta a su liquidación.

Así las cosas, lo que se busca es no perder 
esa expectativa mercantil que se produce 
con ocasión a la creación de la persona 
jurídica, de manera que se debe mantener 
en el tiempo el ejercicio comercial. De este 
modo, es que los empleados que hayan 
estado inmersos mediante vínculo laboral 
con estas compañías deberán incorporar-

¿Cómo solicitar su liquidación con 
empresas en régimen de insolvencia? 

COMERCIAL

se en el trámite de insolvencia a partir de 
la presentación de un derecho de petición 
radicado al juez que esté llevando este 
proceso, solicitando este pago inmediato 
de liquidación, por lo que dado el caso de 
que no se pueda lograr, lo pertinente será 
iniciar la acción judicial en materia labo-
ral, en aras de que se configuren los pa-
gos de la liquidación y su correspondiente 
indemnización. Esto dependerá del grado 
del despido que la persona padeció, de 
modo que, en aras de generar un cumpli-
miento dentro de las obligaciones, estas 
compañías inmersas dentro de estos trá-
mites estarán ligadas al cumplimiento del 
deber de pago, como se acuerda con la 
Superintendencia, pues, el incumplimiento 
sobre estos nuevos acuerdos de pago ge-
nera, en sí, el cierre total de la compañía, 
perdiendo toda su expectativa comercial.

Finalmente, el Ministerio de Trabajo imple-
mentará un formulario digital para cum-
plir con el registro de teletrabajadores, se 
solicitará una sola vez cuando se imple-
mente dicha herramienta de información.  

*Asesora legal
Centro Jurídico Internacional
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Para poder establecer la responsabi-
lidad de las partes en caso de hurto 
dentro de la copropiedad es necesa-

rio que dicho suceso se analice en razón 
a dos circunstancias: cuando el hurto tie-
ne presencia en una unidad privada, la 
responsabilidad que le corresponde al ad-
ministrador es nula, pues su función es el 
cuidado y la administración de los bienes 
que tienen la categoría de comunes, esto 
quiere decir que al tratarse de un acto 
que recae en un bien privado, la respon-
sabilidad de cuidado le pertenece a quien 
funge como titular o dueño del elemento. 

Es importante establecer que las respon-
sabilidades del administrador se regulan 
en la Ley 675 y en el reglamento interno 
de la copropiedad. La responsabilidad re-
cae en los elementos que le pertenecen a 
la comunidad y, por tanto, son públicos, 
así pues, el primer órgano encargado de 
solicitar explicaciones o revisar la gestión 
del mismo es el consejo de administración, 
al ser un ente que se crea para priorizar 
el bien de los copropietarios.  Ahora, fren-
te al hurto cometido en bien privado, es 
válido indicar que podría atribuírsele al-
gún tipo de responsabilidad a la empresa 
de vigilancia, relacionando que la misión 
de esta es tener un control de ingreso y 
salida de personas, sin embargo, se debe 
recordar que su función es de medio y no 

de resultado. Por lo tanto, lo que ocurre 
en el ambiente y que el mismo no pueda 
controlar por mayor actividad que realice 
no podrá exigírsele; lo anterior no quie-
re decir que internamente la empresa de 
vigilancia no pueda adelantar una acción 
de corrección o un proceso disciplinario, 
pero si no se comprueba por parte de la 
copropiedad algún tipo de acción negativa 
que pudiese ocasionar el acto, no podrá 
atribuírsele responsabilidad. 

Ahora bien, si para dirimir la situación de 
hurto se vincula a una autoridad compe-
tente la responsabilidad, la entrará a re-
visar el juez competente, donde analizará 
la situación en caso de acción, omisión 
o abandono de las autoridades anterior-
mente señaladas. Cuando el hurto recae 
en bienes comunes donde no hay duda de 
cómo se ejecutó el acto y de ciertas fallas 
del sistema de la copropiedad, la respon-
sabilidad recaerá tanto en el administra-
dor como en la empresa de vigilancia, 
pues de acuerdo a lo estipulado en la Su-
perintendencia de Vigilancia y Seguridad 
Privada, cuando se realiza la contratación 
debe existir un seguro que proteja a los 
bienes propios de la vigilancia, siempre en 
razón a la acción, omisión o abandono de 
las funciones propias de la empresa de vi-
gilancia y de administración.

La propiedad horizontal y su responsabilidad 
en caso de hurto

Maira Alejandra Arévalo Cárdenas*

P. HORIZONTAL 

Por lo anterior, es importante indicar que 
no todos los casos de hurto serán trami-
tados de la misma manera y las respon-
sabilidades serán adelantadas de acuerdo 
a los actos ejecutados en búsqueda de 
cumplir de manera efectiva con su función. 

*Abogada
Centro Jurídico Internacional
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En la actualidad, por utilización 
del espacio disponible, es 
muy común que las personas 

convivan o emprendan sus negocios 
en propiedades horizontales, pero 
muy pocos conocen sobre temas tan 
importantes como el procedimiento 
a fijar cuotas extraordinarias. Para 
iniciar, se debe tener en cuenta que lo 
relacionado con propiedad horizontal 
se rige por la Ley 675 de 2001; en ese 
sentido, se debe indicar que en cuanto 
a las expensas y cuotas, la norma 
señala la existencia de expensas 
comunes, determinándolas en el 
siguiente sentido:

“Erogaciones necesarias causadas 
por la administración y la prestación 
de los servicios comunes esenciales 
requeridos para la existencia, segu-
ridad y conservación de los bienes 
comunes del edificio o conjunto”.

No obstante, la norma no establece 
una definición clara en cuanto a 
cuotas ordinarias o extraordinarias, 
lo que genera dificultad a la hora 
de diferenciar la una de la otra, 
sin embargo, aunque no hay una 
definición exacta la ley, si acepta 
la existencia de estas, ya que las 
menciona en varios artículos. 

Las cuotas extraordinarias solo pueden 
ser aprobadas por la asamblea general 
de copropietarios, según lo dispone 
el artículo 38. La decisión debe ser 
tomada por una mayoría equivalente 
al 51 %, ahora bien, por mandato 
de la misma normatividad, cuando 
el valor de la cuota extraordinaria 
es igual o superior al valor de 4 
cuotas ordinarias, la decisión deber 
ser aprobada por un número de 
propietarios que represente el 70 % del 
total de coeficientes de copropiedad. 
Ahora bien, es importante establecer 
que cuando la cuota extraordinaria 
sea con objeto de un imprevisto, esta 
solo podrá establecerse y cobrarse 
con el fondo de imprevistos.  

Como ya se indicó previamente, el 
órgano de administración competente 

para decretar las cuotas extraordinarias 
es la asamblea de copropietarios, 
con las mayorías antes indicadas. 
Entre tanto, sobre los tenedores o 
arrendatarios, se debe resaltar que 
los mismos solo están obligados a 
pagar las cuotas ordinarias, pues, en 
ese sentido, el artículo 29 de la ley 
de propiedad horizontal establece 
que los tenedores a cualquier título 

solo son solidariamente responsables 
en cuanto a las cuotas o expensas 
ordinarias.

Manejo de cuotas extraordinarias en 
propiedad horizontal

Brando Nicolás Culma*

P. HORIZONTAL 

*Asesor legal
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P. HORIZONTAL 

La asamblea general de copropietarios 
se encarga de tomar cada una de 
las decisiones concernientes a la 

administración de la propiedad horizontal 
y sobre quién recae la responsabilidad de 
administrar de manera adecuada la misma. 
Por otro lado, las asambleas generales se 
encuentran reguladas a través de la Ley 
675 de 2001, que establece la manera 
de conformación y las obligaciones que 
le atañen a la asamblea general, cuyas 
funciones y/o obligaciones principales son 
las siguientes:

La finalidad de esta afectación es proteger 
a los hijos de esta unión y así mismo al 
cónyuge no propietario de los actos del 
cónyuge propietario. Así lo dispone la Ley 
854 de 2003:
 
•	 Designar y remover el representante,  

suplente y miembros de la asamblea.

•	 Aprobar los estados financieros y 
presupuesto anual, junto con las 
cuotas ordinarias y extraordinarias.	
	

•	 Aprobar las reformas del reglamento 
de propiedad horizontal

•	 Decidir sobre las sanciones a que 
hubiere lugar en contra de los 
copropietarios.

Ahora bien, frente a lo anterior, la 
propiedad horizontal deberá implementar 
y adoptar un reglamento, que será la base 
general por la cual se ciña la asamblea.

Por otro lado, en cuanto a las reuniones, 
la norma establece la obligatoriedad de 
la asamblea de reunirse al menos una 
vez al año, conforme las disposiciones y 
estamentos que establezca el reglamento 
de propiedad horizontal, cuya reunión 
deberá convocarse por el administrador, 
notificando con 15 días calendario de 
antelación a la reunión; adicionalmente, 
quedara a discrecionalidad de la asamblea 
general si las reuniones se llevan a cabo 
de carácter presencial y/o virtual.  
 
Frente a las reuniones, se encuentran 
distintos tipos, la primera reunión por 
derecho propio, es decir, donde no se 
convoque por parte de la asamblea, se 
reunirá pese a que no haya requerimiento 
o convocatorio por parte de esta, según 
lo establezca el reglamento de propiedad 

Alcance de las decisiones de la asamblea 
general en propiedad horizontal

Andrea Numpaque *

horizontal; reuniones de segunda 
convocatoria, que surgen cuando no se 
tiene el quorum necesario, se convocará 
una segunda reunión al tercer día 
siguiente hábil a la convocatoria de la 
primera convocatoria, y en cuanto a las 
reuniones extraordinarias, se presentan 
por necesidades imprevistas del conjunto 
o edificio, cuya reunión se encuentra en 
cabeza del administrador convocarla, 
el revisor fiscal o la quinta parte de los 
propietarios de los bienes. 

Por último, en cuanto a las decisiones 
contenidas en el acta de asamblea, 
podrán impugnarse por los propietarios 
cuando no se ajusten a los preceptos 
legales o no se ciñan al reglamento 
de propiedad horizontal. El término de 
impugnación será al cabo de los 2 meses 
siguientes a la fecha de comunicación, 
notificación o publicación del acta. En 
conclusión, la finalidad de la asamblea 
general es tomar las decisiones entorno 
a las modificaciones y adecuaciones que 
se realicen en la propiedad horizontal y 
aprobar el presupuesto de cada periodo.
 

*Asesora legal
Centro Jurídico Internacional
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¿Sabía usted que la propiedad hori-
zontal puede ser objeto de extinción? 
Pues bien, para manejar este concep-

to debemos remitirlos a lo dispuesto en el 
capítulo III de la Ley 675 de 2001. Esta dis-
posición normativa establece las causales 
y el procedimiento para la extinción de 
la propiedad horizontal, que pasaremos a 
enunciar y explicar de forma rápida, corta 
y concreta a continuación. 

De las causales: la norma estableció 3 
causales para que se dé la extinción de la 
propiedad horizontal: la primera, cuando 
exista destrucción o deterioro en un por-
centaje del 75 % del edificio o edificacio-
nes que conformen un conjunto, siempre 
y cuando no exista el ánimo de la copro-
piedad para su restauración. La segunda 
causal, cuando medie la decisión unánime 
de los titulares del derecho de propiedad 
sobre los bienes de dominio particular 
que hacen parte del conjunto y con la 
previa autorización de los acreedores con 
garantía real que puedan reposar sobre 
los mismos. Y la última causal, por orden 
judicial o administrativa, cuando las auto-
ridades consideren restringir el derecho a 
la conformación de copropiedades.

Del procedimiento: una vez establecida la 
causal por la cual se extinguirá la propie-
dad horizontal, bien sea por disposición 
general de la asamblea o por la destruc-
ción del porcentaje atrás indicado de la 
copropiedad, deberá elevarse a escritura 
pública esta decisión de la asamblea ge-
neral de la copropiedad. Una vez elevada 
a escritura pública la decisión, debe ins-
cribirse esta ante la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos y si la causal fuese 
por orden judicial, debe surtirse el mismo 
procedimiento y registrarse ante la oficina 
antes mencionada.

División de los bienes comunes: después 
de registrada la extinción de la copropie-
dad, en un término no superior a un año, 
deberán ser objeto de división los bienes 
y terrenos comunes, dejando a disposi-
ción de los copropietarios los bienes que 
puedan ser objeto de división material, 
según la norma urbanística y si así pue-
dan entregarse estos bienes. Si no puede 
hacerse de esta manera, serán vendidos y 
de los frutos de esta venta se entregarán 
a los propietarios según el coeficiente de 
copropiedad.

De la liquidación de la persona jurídica: 
una vez registrada la totalidad de la extin-
ción de la copropiedad, deberá proceder-
se a la liquidación de la persona jurídica. 
El liquidador será el mismo administrador 
salvo disposición contraria de la asam-
blea.

Por último, tenga en cuenta siempre contar 
con la aprobación de la asamblea general, 
así como la correspondiente notificación a 
la alcaldía local respectiva, a fin de que es-
tos entes procedan a supervisar y a apro-
bar los procedimientos atrás descritos.

¿Cómo se extingue la propiedad horizontal?

Daniel Acosta*

P. HORIZONTAL 

*Asesor legal
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La Sala Plena de la Corte Constitucio-
nal estudiaba la demanda interpuesta 
con ocasión a una presunta vulnera-

ción al derecho de las mujeres de obtener 
una protección especial en relación con la 
seguridad social, para garantizarles una 
igualdad material en el acceso a la pen-
sión de vejez.

En ese sentido, la Corte estudió si existía 
una violación al derecho de igualdad, de 
protección a la mujer y al derecho a la 
seguridad social, al establecer un requisi-
to igual de 1300 semanas en el acceso a 
la pensión de vejez.

Adicionalmente, se tomó como considera-
ción las inequidades sufridas por las mu-
jeres en materia de protección social y en 
el aseguramiento en la vejez y, de igual 
manera, las herramientas adoptadas por 
lo demás países, en aras de superar las 
barreras entre mujeres y hombres en el 
ámbito laboral y de seguridad social.

Ahora bien, según lo expresado por la 
Corte Constitucional, la diferencia de edad 
como requisito para acceder a la pen-
sión de vejez se queda corta, en virtud 

de materializar el mandato constitucional 
de superar la discriminación por motivos 
de género. 

Lo anterior se debe a la discriminación 
existente en el mercado en relación con 
las mujeres, limitando su accesibilidad al 
trabajo, además de la brecha salarial exis-
tente

Aunado a ello, se declaró la inexequibili-
dad del inciso 2° del numeral 2° del artícu-
lo 9° de la Ley 797 de 2003, frente a los 
efectos con relación a las mujeres. De igual 
manera, se ordenó que la rama legislativa 
deberá, en coordinación con el Gobierno 
nacional, garantizar las condiciones de 
equidad, el acceso efectivo al derecho de 
pensión de vejez para las mujeres.

Adicionalmente, a partir del 1 de enero de 
2026, se aplicarán los efectos del fallo de 
la Corte, quedando de tal forma que: el 
número de semanas mínimas de cotiza-
ción que se exija a las mujeres para obte-
ner la pensión de vejez en el régimen de 
prima media se disminuirá en 50 semanas 
por el año 2026 y, a partir del 1 de enero 
de 2027, se disminuirá en 25 semanas 

Reducción de semanas cotizadas 
para las mujeres en Colombia

David Alejandro Velasco Henao*

CONSTITUCIONAL

cada año hasta llegar a 1000 semanas.

Finalmente, la decisión de la Corte 
Constitucional se fundamentó en el 
derecho de las mujeres a obtener 
una protección especial en el ámbito 
laboral y de la vejez en el Sistema 
de Seguridad Social Integral, propen-
diendo por nivelar las inequidades 
que se presentan en materia de pro-
tección social.

*Asesor legal
Centro Jurídico Internacional
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Es cierto que son muchos los temas 
que se pueden abordar frente a la 
propiedad horizontal, pero existe uno 

en particular que no ha sido previamente 
regida por ninguna norma legal e incluso 
ni siquiera la Ley 675 de 2001 realiza un 
pronunciamiento claro y puntual frente a 
ello: ¿cuáles son los órganos competentes 
para realizar inspección y vigilancia a las 
propiedades horizontales?

Por lo que resulta pertinente precisar que 
actualmente no existe ninguna norma, 
ley o decreto que establezca la creación 
o participación de órganos o autoridades 
públicas para que ejerzan inspección y 
vigilancia frente a propiedades horizonta-
les, sin embargo, el artículo 76 de la ley 
en mención establece un precedente que 
nos puede servir como guía para deter-
minar quiénes son competentes de la 
inspección y vigilancia de estas propie-
dades de manera interna, estableciendo 
así las siguientes autoridades internas: 
la asamblea de copropietarios, la junta 
administradora de la propiedad (cuan-
do esta exista), el administrador de la 
unidad (quien podrá solicitar el auxilio 
de la fuerza pública para sus funciones).
 
Así mismo, el artículo 77 de la presente ley 
menciona la posibilidad de acudir, en caso 
de conflictos de intereses derivados de la 
relación y ejercicio de los derechos ad-
quiridos en propiedades horizontales, a la 
solución de conflictos de convivencia, los 
cuales fueron debidamente desarrollados 
en el artículo 58 de la Ley 675 del 2001. 
Por último, el parágrafo primero del artí-
culo 77 establece que los acuerdos o pro-
cesos que se realicen de manera interna 
no necesariamente van a requerir un trá-
mite previo para poder acudir a acciones 
policivas, penales o civiles. Consecuente-
mente, resulta importante informar que los 
alcaldes no ejercen labores de vigilancia y 
control sobre las propiedades horizontales, 
toda vez que estos solo llevan el registro 
de existencia y representación, tal y como 
se establece en el artículo 8 de la Ley 675 
del 2001.

Por lo que, en ese orden de ideas, si bien 
es cierto, no existe actualmente un órga-
no de control encargado o delegado para 
ejercer inspección y vigilancia frente a las 
propiedades horizontales, si se deja la po-
sibilidad de acudir a las autoridades inter-
nas de la respectiva propiedad y así mis-
mo de manera potestativa dar aplicación 

al comité de convivencia, previamente ela-
borado e implementado por los habitantes 
de dicha propiedad. Adicional a esto, se 
tiene la opción de acudir a mecanismos 
legales, frente a las situaciones donde se 
pueda llegar a requerir la intervención de 
un juez o de un ente policivo, con el fin de 
solucionar dichos conflictos. 

¿Qué órganos públicos inspeccionan y 
vigilan a las propiedades horizontales?

Zuly Carolina Duque Calderón*

CIVIL

*Asesar legal
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La criminalización mediática hace par-
te de la dinámica de estigmatización 
social, que no es un elemento nuevo, 

ya que el mundo contemporáneo, inter-
venido de maneras tanto positivas como 
negativas por el auge de los nuevos me-
dios, dado el enorme desarrollo de las 
tecnologías de la información y la co-
municación, ha hecho más evidente este 
problema.

Si bien hay un enorme auge de la impor-
tancia de las redes sociales en el Internet, 
no siendo estos un tipo de medios con-
trolables y difícilmente penalizables, es in-
negable que en gran parte de los medios 
de información se percibe un incremento 
de las noticias falsas (fake news) no solo 
en redes, muchas veces direccionadas a 
calumniar, incriminar o denigrar empre-
sas, instituciones o individuos; también, 
se ha acentuado la mediática de la jus-
ticia, filtración de procesos judiciales a 
los medios o manipulación de estos para 
incriminar personas sin evidencia algu-
na o anticipando culpas y condenas de 
manera extrajudicial, criminalizando a sus 
víctimas.
Los mismos medios periodísticos pueden 
convertirse en el recurso mediante el cual 
las personas, comunidades o empresas 
que pueden estar siendo afectadas por 
la divulgación de mentiras, difamación, 
irrespeto de la intimidad o acusación fal-
sa, son los que podrían resarcir su buen 
nombre. De hecho, en diversas normas 
legales vigentes se prevé el procedimiento 

de rectificación, sea por pedido de auto-
ridad competente o por actitud ética del 
medio periodístico.

Por otra parte, existe la posibilidad de 
tutela de los derechos que hayan sido 
violados por los medios periodísticos, sin 
embargo, poco resarce este amparo legal 
cuando el daño inicial ya ha sido causado 
y quienes primero recibieron el mensaje 
errado no van a ser los mismos que se 
enteren posteriormente de la rectificación 
que se haga de lo publicado.

Los efectos de estos fenómenos de tergi-
versación, de difamación o la mala inter-
pretación de las acciones de una persona, 
una comunidad o una empresa por parte 
de cualquier medio periodístico, exigen 
una mayor objetividad por parte de estos 
o la menor politización e intereses de su 
parte, pues los sensacionalismos pueden 
desencadenar problemas más graves si se 
trata de grupos sociales relacionados con 
otros actores. 

La criminalización de una persona afecta a 
su familia, la criminalización de un partido 
político afecta a sus integrantes y votantes, 
la criminalización de una iglesia discrimina 
a sus devotos, la criminalización de cual-
quier comunidad afecta a sus integrantes 
y, en el peor de los casos, sindica y con-
dena extrajudicialmente.

Pero, junto al problema del papel que los 
medios de comunicación representan en 

Criminalización mediática a partir de las 
“TIC”

Sandy Álvarez Palencia*

RECOMENDADO

la difusión de noticias falsas, también se 
ha hecho evidente la difusión de acusacio-
nes falsas hacia diversas personas, ya sea 
por su papel político o por su actividad en 
algunos sectores sociales, buscando la in-
criminación consciente e interesada de esa 
persona jurídica o natural. Las acusaciones 
sin evidencias, sin pruebas y sin objetivi-
dad alguna violan varios derechos consti-
tucionales de las personas afectadas, entre 
estos, se pueden nombrar el derecho a la 
intimidad, el derecho al buen nombre y el 
derecho a la seguridad personal, así como 
la imagen, la honra o, en última instancia, 
el derecho a un debido proceso cuando 
cada hecho se encuentra en etapa jurídica.

*Asesora legal de 
Centro Jurídico Internacional
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En Colombia, una de las garantías 
procesales que contempla nuestro 
ordenamiento jurídico es la notifica-

ción personal de la demanda por medio 
de la cual, la parte demandante pone en 
conocimiento del demandado la existencia 
de esta, el auto admisorio o el manda-
miento ejecutivo; mediante el cual quedan 
vinculados dentro del proceso judicial ade-
lantado y garantiza a estos sus derechos 
fundamentales al debido proceso, defensa 
y contracción.

Mediante la Ley 1564 del 2012, se contem-
plaron las formas de notificación a la con-
traparte dentro de las cuales se destacan 
las proscritas en el artículo 291 del Código 
General del Proceso (CGP), que dispone la 
forma en que se practica la notificación 
personal, mientras que el artículo 292 del 
mismo código consagra la notificación por 
aviso, la cual aplica en los eventos en que 
no se pueda hacer la notificación personal. 

Sin embargo, la pandemia del covid-19 
decretada por el Gobierno nacional en el 
mes de marzo del 2020, trajo consigo di-
ferentes problemáticas en cuanto al acce-
so a la administración de justicia por cuan-
to, el Gobierno Nacional debía propender 
por el cuidado y salud de todos los ciu-
dadanos en el territorio nacional. Por otra 
parte, la OCDE reconoció que la pandemia 

afectó “la posibilidad de las personas de 
acudir a la administración de justicia y re-
cibir una respuesta idónea y efectiva en 
un tiempo razonable”, por cuanto la pan-

demia del covid-19 puso en riesgo sanita-
rio a los servidores públicos de la rama 
judicial; sin embargo, de igual manera la 
pandemia puso en una situación crítica a 
aquellos profesionales en derecho litigan-
tes cuyo sustento económico dependía del 
ejercicio de su profesión ante las entidades 
correspondientes.

No obstante, 4 meses después de decre-
tada la pandemia en el territorio nacional, 
el Gobierno, por medio del Decreto Legis-
lativo 806 de 2020, implementó diferentes 
cambios para el acceso a la administración 
de justicia, dentro de los que se destacaron 
y siguen en práctica, el adelantamiento de 
audiencias de manera virtual y la forma 
de notificación a la contraparte dentro del 
proceso en litigio.

Pese a lo anterior, el Decreto 806 del 2020 
fue una medida temporal y su implemen-
tación formal requería de la expedición de 
una ley que mantuviera aquellos cambios 
en la realización de audiencias y formas 
de notificación, es por ello que mediante 
la Ley 2213 del 2022 se creo una nueva 
forma de notificación dentro de nuestro 
ordenamiento jurídico colombiano, pero 
con unas reglas diferentes y autónomas a 
las ya conocidas notificaciones personales 
y por aviso.

Es así, como en la 
actualidad nuestro 
ordenamiento jurídico 
contempla la posibili-
dad de acudir a dos 
formas contempladas 
para la notificación 
personal de la exis-
tencia de una deman-
da al demandado, 
aclarando que la Ley 
2213 del 2022 no de-
rogó bajo ningún as-
pecto las notificacio-
nes personales o por 
aviso ya consagradas 
en la Ley 1564 del 
2012; no obstante, de-
bemos aclarar que los 
profesionales en dere-
cho no podrán acudir 
a ambas formas de 
notificación puesto 

que una excluye a la otra.
En reciente decisión, la Sala Civil de la Cor-
te Suprema de Justicia, determinó que las 
notificaciones contempladas en el Código 

Ley 2213 no derogó las notificaciones consagradas 
en el CGP

Luis E. Naranjo Corredor*

RECOMENDADO

General del Proceso siguen totalmente vi-
gentes, sin embargo, si es oportuno que 
los profesionales en derecho no mezclen 
dichas notificaciones con las consagradas 
en la Ley 2213 del 2022.

Así las cosas, recomendamos a todos 
nuestros lectores tener de presente que, a 
su elección, podrán optar por las dos for-
mas de notificación de demandas existen-
tes para la fecha, sin embargo, de acuerdo 
a la cual se adopte, se deberá seguir su 
ritualidad y formalidad.

*Abogado
Centro Jurídico Internacional
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Daniel Angarita y Diego Arenas
Asesores legales  
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